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que el órgano de la jurisdicción contencioso-administra­
tiva haya realizado con plenitud de efectos dentro de
su propia competencia material. La cuestión prejudicial
implica, pues, la necesidad de resolver incidentalmente,
y a los sólos efectos de decidir la pretensión planteada,
un tema «litigioso» por no haber·sido objeto de resolución
firme y definitiva del órgano competente para ello.

Si bien la libertad de interpretación de la norma ha
de ser respetada, como parte integrante de la propia
función jurisdiccional. ,<los principios de igualdad jurídica
y de legalidad en materia procesal (arts. 9.3 y 117.3 C.E.)
vedan a los Jueces y Tribunales, fuera de los casos pre­
vistos por la Ley, revisar el juicio efectuado en un caso
concreto si entendieran con posterioridad que la decisión
no se ajusta a la legalidad, puesto que la protección
judicial carecería de efectividad» si se permitiera reabrir
el análisis de lo ya resuelto por Sentencia firme en cual­
quier circunstancia (SSTC 77/1983, 67/1984,
189/1990, entre otras).

Este efecto no sólo puede producirse con el desco­
nocimiento por un órgano judicial de lo resuelto por otro
órgano en supuestos en que concurran las identidades
propias de la cosa juzgada (art. 1.252 C.C.). También
se produce cuando se desconoce lo resuelto por Sen­
tencia firme, en el marco de procesos que examinan
cuestiones que guardan con aquélla una relación de
estricta dependencia, aunque no sea posible apreciar
el efecto mencionado en el referido art. 1.252 C.C. (SSTC
171/1991, 58/1988 ó 207/1989). No se trata sólo
de una cuestión que afecte a la libertad interpretativa
de los órganos jurisdiccionales, sino de salvaguardar la
eficacia de una resolución judicial que, habiendo adqui­
rido firmeza, ha conformado la realidad jurídica de una
forma cualificada que no puede desconocerse por otros
órganos juzgadores sin reducir a la nada la propia eficacia
de aquélla. La intangibilidad de lo decidido en resolución
judicial firme, fuera de los casos legalmente establecidos,
es, pues, un efecto íntimamente conectado con la efec­
tividad de la tutela judicial tal como se consagra en el
art. 24.1 C.E., de tal suerte que éste es también des­
conocido cuando aquélla lo es, siempre y cuando el órga­
no jurisdiccional conociese la existencia de la resolución
firme que tan profundamente afecta a lo que haya de
ser resuelto (lo que indudablemente sucederá cuando
la parte a quien interesa lo aporte a los autos).

En efecto, en los demás procesos, las Sentencias que,
conociendo del fondo del asunto, les pusieron término,
fueron dictadas con posterioridad a la de la Sala Tercera
del Tribunal Supremo, y con posterioridad -también­
al momento en que dicha resolución fue incorporada
a los autos, no pudiendo razonablemente conside~arse

que el órgano del orden jurisdiccional social descono­
ciese el pronunciamiento del contencioso-administrativo,
y sus efectos sobre las resoluciones administrativas que
tan profundamente condicionaban lo que procediera en
relación con las reclamaciones de los trabajadores que
constituían el objeto del proceso. Afirmada de esta mane­
ra la existencia de la resolución judicial firme y el cono­
cimiento de la misma por el órgano sentenciador, la con­
clusión no puede ser otra que estimar que, efectivamen­
te, las resoluciones de los Tribunales laborales que des­
conocieron lo ya resuelto en el orden contencioso han
vulnerado el arto 24.1 C.E. por las razones antes expues­
tas.

y esta conclusión no queda desvirtuada por el hecho
de que, con posterioridad, la Sentencia de lo contencioso
haya sido impugnada en revisión. El referido recurso,
por su propia naturaleza extraordinaria, procede contra
Sentencias firmes (art. 102.1 L.J.C.A.), cuya ejecutabi­
lidad no queda afectada por su interposición, como regla
general (art. 1.803 L.E.C., al que aquél remite), y, por

tanto, no puede considerarse desvirtuada la eficacia de
aquélla, a los efectos que ahora interesan, por su impug­
nación en esta peculiar vía, equiparándose a I¡¡ eventual
impugnación de la Sentencia a través de los recursos
ordinarios, que proceden contra resoluciones que no han
adquirido firmeza y no llevan aparejada la estabilidad
de sus efectos que condiciona y permite identificar la
modalidad de vulneración del art. 24.1 C.E. que ahora
se denuncia. Por todo lo expuesto, procede estimar este
motivo de amparo invocado, en los presentes recursos
acumulados, con la sola excepción antes dicha de los
que tienen por objeto la impugnación de las Sentencias
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 30 de
octubre de 1991 (rec. supo 3.813/91) y de 10 de abril
de 1992 (rec. supo 4.210/91).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar parcialmente los recursos de amparo y, en
su virtud:

1.° Reconocer el derecho de las recurrentes a la
tutela judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de las Sentencias de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de 28 de febrero de 1992 (en rec. supo 3.955/91), Y
de 18 de febrero de 1992 (en rec. supo 73/92).

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior a dictarse Sentencia para que por la
Sala se dicte otra que respete el derecho fundamental
a la tutela judicial de las recurrentes.

4.° Desestimar los recursos de amparo en todo lo
demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de junio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

17489 Sala Segunda. Sentencia 183/1994, de 20
de junio de 1994. Recurso de amparo
587/1992. Contra Resoluciones del Director
del Centro Penitenciario de Alcalá-Meco y de
la Junta de Régimen y Administración del mis­
mo Centro, así como contra Autos del Juz­
gado de Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de
Madrid y de la Audiencia Provincial de Madrid,
confirmatorias de los anteriores Acuerdos.
Vulneración del derecho a la defensa: inter­
vención. lesiva del derecho, de las comuni­
caciones del interno con su Letrado defensor.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don José Gabaldón López, don Julio Gon-
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zález Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados.
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 587/92 interpuesto
por don Jesús Cela Seoane. representado por la Pro­
curadora doña Montserrat Gómez Hernández y bajo la
dirección del Letrado don Juan Olarieta Alberdi. contra
la Resolución del Director del Centro Penitenciario de
Alcalá-Meco. de fecha 1 de noviembre de 1990. de la
Junta de Régimen y Administración del mismo Centro.
de 2 de noviembre de 1990. contra los Autos de la
Juez de Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de Madrid. de
fechas 3 de junio y 8 de octubre de 1991. dictados
en las diligencias indeterminadas 13/90. y contra el Auto
de la Sección Decimoséptima de la Audiencia Provincial
de Madrid, de 28 de enero de 1992, recaído en el rollo
285/91. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. siendo
Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz Eimil, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral en este Tribunal el 6 de marzo de 1992, don Jesús
Cela Seoane solicitó la designación de Procurador de
oficio para interponer recurso de amparo contra la Reso­
lución del Director de la Prisión de Alcalá-Meco. de 1
de noviembre de 1990, de la Junta de Régimen y Admi­
nistración del mismo Centro de 2 de noviembre de 1990,
contra los Autos del Juez de Vigilancia Penitenciaria
núm. 2 de Madrid, de fechas 3 de junio y 8 de octubre
de 1992, dictados en las diligencias indeterminadas
13/90, y contra el Auto de la Sección Decimoséptima
de la Audiencia Provincial de Madrid, de 28 de enero
de 1992, recaído en el rollo 285/91. Tras la oportuna
tramitación. la Procuradora designada. doña Montserrat
Gómez Hernández, formuló demanda de amparo contra
las mencionadas Resoluciones.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes
hechos:

a) Por Orden del Director del Centro Penitenciario
de Alcalá-Meco, de 1 de noviembre de 1990, se acordó,
por razones de seguridad y buen orden del Estableci­
miento, intervenir las comunicaciones escritas de don
Jesús Cela Seoane, recluido entonces en dicho Centro
en calidad de preso preventivo por un delito de per­
tenencia a bandas armadas. Dicha Orden fue ratificada
y ampliada a las comunicaciones orales por la Junta
de Régimen y Administración del mismo Centro. el 2
de noviembre de 1990.

b) El 15 de noviembre de 1990. don Manuel Ola­
rieta Alberdi en representación de don Jesús Cela Seoa­
ne interpuso recurso de queja ante el Juzgado de Vigi­
lancia Penitenciaria núm. 2 de Madrid. exponiendo que,
el día 9 de noviembre de 1990 cuando el Letrado don
Manuel Olarieta acudió al Centro Penitenciario de Madrid
nÚm. 2, a comunicarse profesionalmente con su patro­
cinado y pretender que éste le firmara diversos docu­
mentos, se lo impidieron los funcionarios, aduciendo que

. debían fotocopia" parte de los mismos. El día 13 del
mismo mes y año. al pretender Jesús Cela hacerle llegar
unos documentos, el funcionario de prisiones actuante
en ese momento se negó a darle traslado de los referidos
documentos, afirmando que dicha forma de comunica­
ción escrita estaba prohibida. En dicho recurso de queja

solicitaba que se dictara Auto ordenando al señor Direc­
tor de la Prisión de Alcalá-Meco el levantamiento de
la prohibición de comunicaciones escritas entre Jesús
Cela Seoane y su Abogado defensor y que las referidas
comunicaciones. así como las orales y correspondencia
con el referido Letrado sean absolutamente libres, secre­
tas y reservadas.

El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria desestimó
dicho recurso de queja. por medio de Auto de 3 de
junio de 1991. en atención a que no se habían producido
desviaciones en el cumplimiento de los preceptos peni­
tenciarios. Interpuesto recurso de reforma contra esta
Resolución. el citado Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
la confirmó en su Auto de 8 de octubre de 1991. en
consideración a que el ar1. 51.2 de la Ley Orgánica
1/1979. General Penitenciaria. de 26 de septiembre de
1979. (en adelante L.O.G.P.). establece la posibilidad de
intervenir las comunicaciones de los internos por parte
del Director del Establecimiento penitenciario, con la úni­
ca obligación de comunicarlo a la autoridad judicial en
los casos de terrorismo. por lo que había sido legítima
la actuación de los funcionarios de prisiones.

cl Por último. el recurso de apelación, interpuesto
con carácter subsidiario al de reforma también fue deses­
timado por la Audiencia Provincial de Madrid. mediante
Auto de 28 de enero de 1992.

3. En la demanda se invoca la vulneración de los
derechos a la presunción de inocencia. al secreto pro­
fesional y del derecho de defensa (art. 24.2 C.E.). soli­
citando a este Tribunal que declare la nulidad de las
Resoluciones de 1 y 2 de noviembre de 1990, así como
que se levante la referida intervención y prohibición de
las comunicaciones del recurrente con su Abogado.

a) Por lo que a la primera invocación se refiere, las
Resoluciones administrativas habrían vulnerado el dere­
cho a presunción de inocencia al aplicar el arto 51 en
sus apartados 2 y 5 de la Ley Orgánica General Peni­
tenciaria. Este precepto autoriza al Director del Centro
Penitenciario a intervenir las comunicaciones orales y
escritas entre un interno y su Abo~ado en los supuestos
de «terrorismo». delito que. como tal. ha desaparecido
del Código Penal. Al utilizar esta posibilidad sin que
hubiera recaído Sentencia del órgano judicial compe­
tente. y sin una motivación que explicite cómo la Admi­
nistración Penitenciaria llega al convencimiento de un
«supuesto de terrorismo». los Acuerdos impugnados
habrían lesionado la presunción de inocencia no sólo
en relación con el pr,eso preventivo. sino también. para
el Abogado que pudiera designar. que quedaría inmllrso
dentro del mismo círculo de sospecha que su defendido.

bl La intervención de las comunicaciones entre el
interno y su Abogado supondría también. según se argu­
menta en la demanda. una lesión del derecho al secreto
profesional al que alude el último párrafo del art. 24.2 C.E.,
y que obliga al Abogado a no revelar ningún hecho ni
dar a conocer ningún documento que afecte a su cliente,
lo que devendría imposible a causa de la mencionada
intervención.

cl Por último se invoca vulneración del derecho a
la defensa (ar1. 24.2 c.E.). La intervención de las comu­
nicaciones habría supuesto un grave obstáculo para pre­
parar la defensa. al no existir confidencialidad en las
entrevistas entre el recurrente y su Abogado.

4. Mediante providencia de 6 de julio de 1992. la
Sección Cuarta de este Tribunal acordó, de conformidad
con lo dispuesto en el núm. 3 del ar1. 50 LOTC. conceder
al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo
de diez días para que formularan las alegaciones per-
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tinentes en relación con la carencia manifiesta de con­
tenido constitucional de la demanda.

5. Por providencia, de fecha 28 de septiembre de
1992, la Sección Cuarta acordÓ admitir a trámite la'
demanda de amparo presentada por la Procuradora doña
Montserrat Gómez Hernández en nombre y represen­
tación de don Jesús Cela Seoane. En aplicación de lo
dispuesto en el arto 51 LOTC acordó, asimismo. dirigir
comunicación a la Audiencia Provincial de Madrid a fin
de que remitiera las actuaciones correspondientes a la
causa núm. 285/91 y al Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria para que asimismo remitiera las actuaciones
correspondientes a las diligencias indeterminadas núm.
13/90. En dicha providencia se acuerda emplazar tam­
bién a quienes hubieran sido parte en el procedimiento.

6. Mediante providencia de 19 de noviembre de
1992 se acordó acusar recibo a la Audiencia Provincial
de Madrid y al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de
las actuaciones remitidas y dar vista de las mismas a
la parte reCurrente y al Ministerio Fiscal por plazo de
veinte días para que, de conformidad con el art, 52.1
LOTC. formularan alegaciones.

7. El 21 de enero de 1993 la Sección acordó. con­
forme a lo interesado por el Ministerio Fiscal en su escrito
presentado el 17 de diciembre de 1992, dirigir comu­
nicación al Centro Penitenciario de Alcalá-Meco a fin
de que remitiera copia adverada de la documentación
obranteen dicho Centro en el momento de adoptarse
el Acuerdo impugnado de fecha 1 de noviembre de
1990, ratificado y ampliado a las comunicaciones orales.
al día siguiente, copia adverada de la documentación
que acredite el cumplimiento del requisito de dación
de cuenta a la autoridad judicial a que se hace referencia
en ambos Acuerdos y certificación de registro corres­
pondiente a todas las visitas recibidas por el interno.
hoy solicitante de amparo, de sus Letrados, de las comu­
nicaciones efectuadas con los mismos y de sus vicisi­
tudes. Asimismo acordó dirigir comunicación al Juzgado
Central de Instrucción núm. 5 a fin de que remita tes­
timonio de las diligencias practicadas en el procedimien­
to abreviado 250/90.

8. La Sección Cuarta por providencia de 15 de abril
de 1993 acordó dar vista a las actuaciones del Centro
Penitenciario de Alcalá-Meco y del Juzgado Central de
lnstruccíón núm. 5 a la parte recurrente y al Ministerio
Fiscal para alegaciones.

9. El Ministerio Fiscal. mediante escrito de 17 de
mayo de 1993. interesó que se dictara Sentencia otor­
gando el amparo solicitado, por considerar que las deci­
siones recurridas realmente vulneran el derecho de
defensa. La intervención de las comunicaciones orales
y escritas se efectuó por la Dirección del Centro Peni­
tenciario de forma irregular. en primer lugar porque, en
contra de lo establecido en el art. 51.5 L.O.G.P., no consta
que dicha decisión se comunicara a la autoridad judicial
competente, y en segundo lugar, la única motivación
que se ofrecia es la reproducción literal del genérico
texto del art. 51.1 L.O.G.P., sin explicitar con mayor pre­
cisión el interés al que se sacrificaba la posibilidad de
que el actor pudiera entrevistarse con las debidas garan­
tías de intimidad con su Letrado, limitándose el Juez
de Vigilancia Penitenciaria y la Audiencia Provincial a
confirmarla, sin añadir nuevos razonamientos. Por ello
y por la injustificada dilatación de la intervención. entien­
de el Ministerio Fiscal que las Resoluciones administra­
tivas impugnadas no respetaron la regla de la propor­
cionalidad de los sacrificios, provocando una situación
de efectiva indefensión, por quiebra del derecho de
defensa, pues la práctica totalidad de la investigación

judicial se ha practicado sin una asistencia reservada,
formando parte del contenido esencial del derecho de
defensa la posibilidad de que el imputado pueda entre­
vistarse con su Letrado en condiciones de reserva que
garanticen la intimidad de sus conversaciones y la efec­
tiva preparación de su defensa. Por el contrario, ,care­
cerían de relevancia constitucional las invocadas leSiones
del derecho a la presunción de inocencia y del derecho
al secreto profesional.

En cuanto a la denuncia de lesión del derecho a la
presunción de inocencia, ésta, a juicio del Ministerio Fis­
cal, carece de fundamento. Si bien es cierto que ya no
existe un delito autónomo de terrorismo, tal concepto
jurídico indeterminado no ha desaparecido totalmente
de nuestro ordenamiento jurídico. El propio Juez Central
de Instrucción núm. 5 habría aplicado tal criterio para
prolongar la detención del recurrente y decretar su inco­
municación. Se trataría de una calificación jurídica pre­
liminar susceptible de basar la competencia de la Audien­
cia Nacional y de adoptar medidas respecto del detenido.
A juicio del Fiscal. nada de ello desvirtuaría la presunción
de inocencia, pues a pesar de tratarse de un concepto
jurídico indeterminado, es susceptible de ser integrado
con el suficiente grado de certeza y control judicial.

Asimismo, afirma el Ministerio Fiscal, carecería de
fundamento la alegada vulneración del derecho al secre­
to profesional. al ser un derecho del que goza sólo el
Letrado y que produciría efectos meramente reflejOS en
el demandante, tratándose, por lo tanto, de la invocación
de derechos ajenos.

10. Por providencia de dieciséis de junio de 1994
se fijó para delibe.ración y votación de la presente Sen­
tencia el día veinte del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El Director del Centro Penitenciario de Alcalá-Me­
co, por Acuerdo de 1 de enero de 1990, ratificado y
ampliado al día siguiente por su Junta de Régimen
y Administración, dispuso, «por razones de seguridad
y ,buen orden del Establecimiento.. y en aplicación del
arto 51.5 de la Ley Orgánica General Penitenciaria (en
adelante L.O.G.P.), la intervención de las comunicaciones
del demandante de amparo, preso preventivo por
supuesta pertenencia a organización terrorista; siendo
dichos Acuerdos confirmados por los Autos de la Magls­
trada-Jueza de Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de Madrid,
de 3 de junio y 8 de octubre de 1991, y de la Audiencia
Provincial de Madrid, de 28 de enero de 1992.

Aunque la pretensión de amparo incluye los Acuerdos
administrativos y las Resoluciones judiciales, estas últi­
mas son traídas al recurso solamente por no haber repa­
rado las vulneraciones de derechos fundamentales que
se imputan a aquéllos, no teniendo, por lo tanto, más
valor que el meramente procesal de producir el ago­
tamiento de la via judicial previa a esta jurisdicción cons­
titucional. Se trata, pues, de un recurso interpuesto por
la vía del arto 43 de la LOTC, en el que el contenido
objetivo del mismo viene determinado exclusivamente
por los Acuerdos 'de la Admi~tración Penitenciaria, a
los que se les achaca haber producido lesión de tres
derechos fundamentales, todos ellos protegidos por el
art. 24.2 de la Constitución: derechos a la presunción
de inocencia, al secreto profesional y a la defensa del
acusado en un proceso penal.

2. En primer término debemos rechazar que los
Acuerdos recurridos hayan vulnerado el derecho a la
presunción de inocencia.

El actor argumenta que la medida adoptada por el
Director del Centro Penitenciario se funda en una sos-
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pecha subjetiva que vulnera ese derecho fundamentar
y que el art. 51.2 de la L.O.G.P. sólo permite la suspensión
e intervención de las comunicaciones con el Abogado
defensor en los supuestos de terrorismo y la legislación
especial que castiga esta clase de delitos ha desapa­
recido de nuestro ordenamiento jurídico, sin que tam­
poco se haya dictado sentencia que le condene por la
comisión de alguno de ellos.

Tal argumentación no puede ser compartida, en pri­
mer lugar, porque la presunción de inocencia supone
un límite al ejercicio del ius puniendi del Estado, que
se proyecta sobre el modo de acreditar o fundamentar
la culpabilidad del acusado, por lo que la violación de
la presunción de inocencia solamente puede ocasionarse
por la condena sin pruebas o en virtud de pruebas irre­
gularmente obtenidas o hechas valer en la causa sin
las garantías debidas (por todas, STC 71/1994) y en
el presente caso el recurso no se dirige contra una Sen­
tencia condenatoria, ni siquiera contra una Resolución
administrativa que imponga una sanción disciplinaria,
sino contra una medida preventiva que carece de entidad
para lesionar el referido derecho fundamental, cualquiera
que sean las irregularidades en que pueda haber incu-
rrido. .

y en segundo lugar, la desaparición de la legislación
antiterrorista como legislación específica carece de tras­
cendencia alguna a los efectos de aplicación del art.
51.2 de la L.ü.G.P.. en cuanto que tal legislación ha
sido incorporada al Código Penal -arts. 174 bis a)
y b) y 233, párrafo 3. 0

, entre otros- y a la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal -arto 520 bis)- y, en su cons'ecuen­
cia, los supuestos de delitos de terrorismo a que se refiere
aquél precepto de la l.ey General Penitenciaria siguen
teniendo vigente actualidad en nuestro ordenamiento
jurídico.

3. Tampoco es aceptable la vulneración del derecho
al secreto profesional por la simple razón en que ese
supuesto derecho solamente es invocable por el Abo­
gado defensor que sería, en su caso, el titular del derecho,
y no por el demandante sobre el cual únicamente pro­
duce efectos merar:nente reflejos y carece de legitima­
ción para pedir amparo de un derecho fundamental que
le es ajeno (SSTC 141/1985y 11/1992).

4. Procede, pues, entrar ahora en el examen de la
denuncia de lesión-del derecho de defensa, respecto
del cual es preciso destacar previamente, primero, que
los Acuerdos administrativos recurridos disponen, en
aplicación del art. 51.5 de la L.O.G.P.. la intervención
de las comunicaciones orales y escritas del interno y
lo disponen de manera general. sin especificar las per­
sonas en relación con las que se ordena la intervención
y, segundo, que el recurso de amparo, aunque se pida
la nulidad total de los actos impugnados, centra su queja,
no en el contenido general de los mismos, sino en la
aplicación. q"ue de ellos se hizo a las comunicaciones
del preso con su Abogado defensor, a quien en dos
ocasiones -con motivo de las visitas realizadas por el
mismo k>s días 9 y 13 de diciembre de 1990 bajo la
presencia de un funcionario-, se le impidió toda comu­
nicación escrita con su defendido.

Por consiguiente, no nos encontramos ante un ampa­
ro en el que se sostenga que las lesiones denunciadas
deriven directamente. de la ley aplicada, ni siquiera se
pretende que loe Acuerdos recurridos sean declarados
lesivos del derecho al secreto de las comunicaciones
que garantiza el art. 18.3 de la Constitución, por haberse
intervenido las comunicaciones que contempla el art.
51.1 de la L.ü.G.P.. sino que se proteja el derecho de
defensa del art. 24.2 de la Constitución, supuestamente
lesionado por la aplicación de dichos Acuerdos a las

comunicaciones del interno con el Letrado encargado
de su defensa. Debemos, por lo tanto, abstenernos de
toda consideración sobre la constitucionalidad de la nor­
ma legal aplicada, por ser esta cuestión ajena al ámbito
del recurso y, en su consecuencia, reducir nuestro exá­
men a los estrictos límites en que se plantea la pretensión
de amparo, conforme a los cuales el problema a resolver
consiste en determinar si la intervención de las comu­
nicacines orales y escritas acordada, según el art. 51.5
de la L.O.G.P.. por el Director del Centro Penitenciario
y ratificado por su Junta de Régimen y Administración,
puede aplicarse, sin lesión para el derecho fundamental
de defensa, a las comunicaciones específicas a que se
refiere el art. 51.2 de la misma Ley Penitenciaria, es
decir, del interno, acusado de terrorismo, con su Abo­
gado defensor.

5. Según disponen los arts. 53.1 y 81.1 de la Cons­
titución todo acto limitador de un derecho fundamental
requiere la adecuada cobertura de la Ley, lo cual pro·
yectado a las comunicaciones del interno en un esta­
blecimiento penitenciario, en el que están implicados
o bien el derecho a la intimidad personal -art.51.5 de
la L.O.G.P.- o bien el derecho de defensa -arto 51.2
de la misma Ley-, significa que es presupuesto habi­
litante inexcusable de la intervención de las mismas una
previsión legislativa clara y terminante que autorice a
adoptarla, tal y como disponen, en relación concreta con
esos derechos, el art. 25.2 de la Constitución y el 8.2
del Convenio de Roma.

Los Acuerdos administrativos recurridos, al igual que
las Resoluciones judiciales que los confirman, pretenden
encontrar esa habilitación legal en el art. 51.5 de la
L.O.G.P., en cuanto este precepto autoriza al Director
del Establecimiento a suspender o intervenir motivada­
mente las comunicaciones orales y escritas previstas en
el mismo artículo, en cuyo núm. 2 se incluyen las comu­
nicaciones de los internos con su Abogado, y se permite
que sean suspendidas o intervenidas por «orden de la
autoridad judicial y en los supuestos de terrorismo»; frase
esta última que les conduce a entender que el Director
del Establecimiento puede extender su facultad de sus­
pensión a esta específica s1ase de comunicaciones, en
los supuestos de terrorismo.

Esta interpretación, aunque se haya hecho referencia
a ella en la STC 73/1983, en una declaración accidental
o de abiter dictum, n'o se aviene con el sentido más
estricto y garantista que merece atribuirse al art. 51 de
la L.O.G.P... y además responde a una confusión entre
dos clases de comunicaciones que son de muy distinta
naturaleza y vienen, por ello, sometidas a regímenes lega­
les claramente diferenciados.

Es evidente, en efecto, que el art. 51 de la L.O.G.P..
distingue entre las comunicaciones, que podemos cali­
ficar de generales, entre el interno con determinada clase
de personas -arto 51.1- y las comunicaciones espe­
cíficas, que aquél tenga con su Abogado defensor o con
el Abogado expresamente llamado en relación con asun­
tos penales (art. 51.2); la primera clase de comunica­
ciones viene sometida al régimen general del art. 51.5,
que autoriza al Director del Centro a suspenderlas o inter­
venirlas "por razones de seguridad, de interés del tra­
tamiento y gel buen orden del establecimiento», según
precisa el art. 51.1, mientras que las segundas son some­
tidas al régimen especial del arto 5 1.2, cuya justificación
es necesario encontrar en las exigencias y necesidades
de la instrucción penal, a las cuales es totalmente ajena
la Administración Penitenciaria que no tiene posibilidad
alguna de ponderar circunstancias procesales que se
producen al margen del ámbito penitenciario.

Este carácter de régimen singular, que para las comu­
nicaciones con el Letrado establece el art. 51.2, se pro-
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langa más allá de la Ley, manteniéndose con toda cla­
ridad en su Reglamento de 8 de mayo de 1981, en
el que las comunicaciones orales con el Abogado se
regulan en Sección distinta de la dedicada a las comu­
nicaciones del régimen general y en el que, al tratar
de las comunicaciones escritas, con el Abogado, el
arto 18.4 ordena de forma explícita que «no tendrán otras
limitaciones que las establecidas en el punto 2 del
arto 51 de la Ley General Penitenciaria».

Esta diferenciación esencial que existe entre el
arto 51.5 -régimen general cuya única remisión válida
es al art. 51.1- y el arto 51.2, pone de manifiesto la
imposibilidad constitucional de interpretar este último
precepto en el sentido de considerar alternativas las dos
condiciones de «orden de la autoridad judicial» y «su­
puestos de terrorismo», que en el mismo se contienen,
así como derivar de ello la legitimidad constitucional de
una intervención administrativa que es totalmente
incompatible con el más intenso grado de protección
que la norma legal confiere al derecho de defensa en
los procesos penales. Dichas condiciones habilitantes
deben por el contrario, considerarse acumulativas y, en
su consecuencia, llegarse a la conclusión que el arto 51.2
de la L.O.G.P. autoriza unicamente a la autoridad judicial
para suspender o intervenir, de manera motivada y pro­
porcionada, las comunicaciones del interno con su Abo­
gado sin que autorice en ningún caso a la Administración
Penitenciaria para interferir esas comunicaciones.

En su virtud, la aplicación de los Acuerdos recurridos
a las comunicaciones del interno demandante de amparo
con su Letrado defensor vulneró, al carecer de' la nece­
saria habilitación legal, el derecho de defensa que garan­
tiza el arto 24.2 de la Constitución; acuerdo que, por
consiguiente, debe ser anulado en relación con dicha
clase de comunicación específica, por haberse limitado
a este tema el recurso, en el que no se combatió el
acuerdo en cuanto intervino genéricamente otra clase
de comunicaciones. Este limitado efecto del recurso de
amparo no debe, sin embargo, servir de impedimento
para afirmar que también en su aspecto general los
Acuerdos recurridos carecen de motivación suficiente,
imponen una medida de intervención desproporcionada
por su indeterminación temporal y no fueron seguidos
de un cumplimiento debido de la obligación de dar cuen­
ta inmediata a la autoridad judicial competente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Jesús Cela Seoa­
ne y, en su consecuencia:

1.° Reconocerle el derecho a la defensa que garan­
tiza el arto 24.2 y

2.° Anular las Resoluciones del Director de la Prisión
de Alcalá-Meco, de 1 de noviembre de 1990 y de la
Junta de Régimen y Administración del mismo Centro
de 2 de noviembre de 1990, así como los Autos de
la Magistrada-Jueza de Vigilancia Penitenciaria núm. 2
de Madrid, de 3 de junio y 8 de octubre de 1991 y
el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 28 de
enero de 1992, en relación con las comunicaciones ora­
les y escritas del demandante con su Abogado defensor.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado»,

Dada en Madrid, a veinte de junio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-José Gabaldón López.-Julio González Cam­
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

17490 Sala Primera. Sentencia 184/1994, de 20 de
junio de 1994. Recurso de amparo
1.182/1992. Contra Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, desestimato­
ria del recurso de casación interpuesto por
el hoy demandante de amparo contra la de
la Audiencia Provincial de Cádiz. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: inde­
fensión causada por la inasistencia. imputable
al órgano judicial. del Letrado al acto de la
vista.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.182/92, promovido
por don Rafael Soto Moreno, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Francisco de Guinea y
Gauna y asistido del Letrado don Javier Saénz de Pipaón,
contra la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo, de 17 de marzo de 1-992. Han sido parte la
Procuradora de los Tribunales doña Rosina Montes Agus­
tí, en nombre y representación de don Vicente Portales
Ramón, defendido por el Letrado señor Martínez del
Hoyo y el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado
don Fernando García-Mon y González Regueral. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 7 de mayo de 1992, el Procurador de los Tribunales
don Francisco de Guinea y Gauna, en nombre y repre­
sentación de don Rafael Soto Moreno, interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, de 17 de marzo de 1992, desesti­
matoria del recurso de casación interpuesto por el hoy
demandante de amparo contra la Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Cádiz, de 14 de junio de 1989.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:
a) Con fecha de 14 de junio de 1989, la Audiencia

Provincial de Cádiz dictó una Sentencia en la que con­
denaba a don Rafael Soto Moreno, como inductor de
un delito de allanamiento de morada del segundo párrafo
del art. 490 del Código Penal y de una falta de lesiones
del art. 582 de ese mismo texto legal. a la pena de
dos años de prisión menor y multa de 120.000 pesetas
por la primera de dichas infracciones, con las accesorias
de suspensión de cargo públíco y del derecho de sufragio
durante el tiempo de la condena, y a la pena de treinta
días de arresto menor por la segunda, así como a satis-


